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Acuerdo de Escazú:
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El amoo podría
ayudar a prevenir
conflictos sociales.
Pero aumennrla
los riesgos de
judicialización
para proyectos
extractivas.

xmnmu ¡mmm \

de doble filo

R
:iLificaI el Acuerdo dc hscazú podría prevenir
ulgunm conflictos sociales. pncs c1 listado sc

Colnplomeleriu o gzu' nu‘zoi- los derechos de acceso
n L1 num-¡noción onibicnui, a la l‘lIcipación en
la loma de decisiones ambicumlm y el acceso :1 1:1
Jusncin en .nnnios :unbleumleo. Pelo sí pusiste“ in
debilidad unuluclolml y lu des/confianza ciudadana,
el acuerdo podi-in convcmi-sc en una herramienta
¡“(io pm delener pruyeclus en cone: iiucioiulu.

Lm derechos de ¿(tego y pumupución mn recono-
cidos en numm, como 1.1 Ley Gun-ini del Ambiente y
lA Ley (le Comulu Prev“; no ubsmnle. no lmb mm
implcnienmcióu efectiv'
amando: J Li .iplimúón heterogénea (le los colim-
dJiv: de l’ÚL‘lpJCÍÚH pública .ndviune CMD] Moi-.1,
dirucwm (le POIÍUCJ y Gobermuz.) Ambiental du l.\
Sociedad Pemqu.) de Derecho Ambiental [SPDAL Por
ejemplo, un cl 2018 el gobiunio derogó cinco decmoa
que .iulmizubnu ¿i Purupetro .i firmar comrutoa dc
exploración y explotación con Tullow Oil debido .i
fallas en u] proceso de panicipación ciudadana,

Muclioa confllclu) eal‘ i
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Opiniones de los ministerios sobre el impacto
del Acuerdo de ¡mini

Mlnlslerlo de Energía y Mlnis
comoiosemosrcziomemos
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Ministerlo del Amhleme

. romierernioirnoicrnmuriondeio;diremos i
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Mlnlstnrla de Inslleh y omnia: Humanos m
. cambiarla" las Iinenmltnmsde omirroorron ciudadana
in mi ii iii r n i “ni.“ i ir
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La l‘llúficilüón del Acuemo de Esuzú oblig-
n’u gi] [sudo .1 nhLlIlllI' un mayor compmmiso
porn que Li implemenmción de la nOl'IHJÚVJ
ambiental son efectiva. Además, asegurar“
que no haya rcn‘ocusm cn con miuerii “En
algún momonm posterior. en el cual (mimos
que debemos ir hacia amis en nmten'n ambien-
ml. o] mirado será un candado". sostiene Iván
Lincgm. oxvicmninisn’o de Inmrculnu'alidad.
“Hace má: difícil quo [las mmm .imhíenm
los] <0 puedan modificni' por 01 Legisinriva n
c1 ccnrivn, porque ya hay unn obligación
intemaciondl'l complementa Carlas Zelada,
cxpcrm on derecho inmnmcinunl y profesor
de la Universidad del Pacífico

Sin embamo, muchos Conflictos minems no
tienen origen en la falla de acceso a inform}
ción o panicipaciónc El 41% dc los conflictos
sc origina por acuerdos no cumplidos según
un infonne del BBVA Research “L1 conflictivir
dad no se va a solucionar solo con (lar acceso
a la informaci n 012i participación pública [...]
Hay poblaciones que tienen demandas y nom
sidadus, y las empresas SuSUtuyL‘n al Estado,
y sc produce una relación tirante", corncnm
Vanessa Chávany, como]c del estudio —>
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Payet, Rey, Cauvi, Perez.

El riesgo para las empresas
es que el acuerdo pueda gos
ncl'ar un abuso del derecho,
segun los especialistas. “Ens
frentanios un escenario donde
este instrumento sera’ ul’Jle}
do para iniciar todo tipo de
demandas y reclamos", preve
l-rancisco Tong, socio del estur
dio Rodrigo. Elias 81 Medrano.

La desconfianza hacia cl
Estado. explicada por su debir
lidad institucional, proviene

de las comunidades y de los
invcl'sim'iisms. El sistema legal
peruano nene una de las califi—
caciones mas balas
en el ranking del
Instituto Fraser, legal da
sobre exploración
minera. Asi, el
acuerdoototgan'a sionista
confianza a las co
muiudades, no a las empresas.

Ademas, liay una judiciall—
zación de proyectos a nivcl lo
call En 012019 seis sentencias

El sistema

poca seguri-
dad al inver-

antllamn proyectos y cniiccsio
nes debido a que no se había
aplicado una consulta previ ,

infonno' Reuters, so—
bre la base dc infor—
mación recogida por
la SNMPEr Las de—
mandas de amparo
se fundalnentaron
En el Convenio 169

de la OIT. que exige la con—
sulta previa para los pueblos
indígenas y fue ratificado en
1995. Pese a que la Ley de con;

sulra Previa fue aprobada en el
2011, las concesiones que no
tuvieron consulta previa antes
de ese ano fueron declaradas
nulasr “El Acuerdo de Escazu
se enfoca mas en los dereclios
y no pone limites. Como focus
rri'o con el Convenio 159, tel"
mina siendo una herramienta
para distintas entidades con
diferentes inter-eses para inir
ciar demandas y acciones jue
dlciales", complementa Tang.
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Alerta municipal

_
las municipa-
lidades no solo
generan obliga-
ciones que van
más allá de sus
competencias,
sino que Impo-
nen sanciones
excesivas.
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s empresas cslini expuestas -.i posibles arbitra-
L ledatlcs c lniposi ion de sanciones irracionales
a nlvel municipal. Ello se suma al ya CuL‘SllonllblC
accionar de algunas municipalidades, que establecen
una serie de ohligaciones sanitarias para prevenir el
Covid-19 cuando esa función no esta dentro de sus
au'ibuciones.

La fiscalización y stlpelvisióli de las medidas sani-
tarias conespondeli a las atltondades sanitarias, la
Superintendencia Nacional de Fiscalización laboral
[Suliafill y los gobienios locales, dentlo del ambito de
sus competencias, según las disposiciones del gOblL‘l"
no nacional, l'lli esa linea, a las municipalidades solo
les corresponde verificar horarios de funcionamiento,
señalización para distancias minimas, aforo, ingreso
a inercadosi galerias y similares. Esto debe realizara
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se siempre de manera pmporcional. ce
pcimai- la coneccion antes quc el castigo.

Asi, es cuestionable que el incumpli-
miento dc las niedidas de prevención o
de bioseguridad origine una multa y, en
paralelo, la clausura temporal del estable-
cimiento. lista es una medida gravísitna
que, si blL‘n puede ser utilizada por los
municipios, debería reservarse para ca-
sos estrictamente necesarios de flagrante
transgresión o gran riesgo. Sin embargo.
en muchos casos se observa una llgere a
en la aplicación de esta medida.

De otro lado, mas de una liiuniclpali-
dad, al regular su giliieli de inf celones
y sanciones, lia miniliiizado principios
elementales del debido procedimiento.
Recientemente la Municipalidad Metro-
politana de Lima estableció obligaciones
para las empresas qtle no cumplan con las
normas de plcvencióli sanitaria. Pero las
penalidades a las posibles infracciones sc
aplicarán conforme a una ordenanza del
2019. que aprueba el régimen de aplicación
de sanciones.

Esta ordenanza dispone que las enipmsas
sein'n responsables por lnciimpllmlentm de
personas con las cuales mantengan algún
vinculo laboral Asi: pasa por alto que la
responsabilidad por una infracción debería
recaer en quien efectivamente la cometió.
De igual maneia, establece supuestos de re
Vocación automática de licencias, cuando cs
bien sabido que en todos los casos la autoría
dad le deberia dar al afectado un plazo ml"
mino pain que pueda realizar sus descargos
antes dc retirarlo cualquier autorización.
Disposiciones como estas, sin duda, podi-lan
generar mayores problemas y obligan’an a
las empresas a estar lna’s alertas I
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